Sentencia de Tutela 1ª Instancia N° 027
Radicación: 6600122040002020 00084 00

Accionante: Tuxilago Ortega
NIEGA AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TRASLADO DE PROCESO A JUEZ DE EJECUCIÓN DE PENAS / CARGA PROBATORIA DE LA ACCIONANTE / NO SE INCURRIÓ EN LA VIOLACIÓN DE DERECHOS ALEGADA.
De acuerdo con el artículo 86 C.N., toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que: “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. (…)
En este caso, la señora Tuxilago Ortega, interna en la Reclusión de Mujeres de Dosquebradas, informa que pese a que el proceso que se tramitó en su contra por el Juzgado 35 Penal del Circuito de Bogotá D.C., quedó ejecutoriado, no han enviado la actuación para que se surta la vigilancia de su pena por parte de los jueces en esta capital, pese a solicitar que se procediera de tal manera. (…)
De la información entregada a la Corporación por el despacho accionado, se desprende que desde abril 23 de 2020, esto es, con muchísima antelación a la interposición de la presente acción de tutela…, ya había remitido el proceso seguido en su contra para que por parte de los Juzgados de Ejecución de Penas con sede en esta capital se continuara con la vigilancia de la sanción impuesta…
En ese orden de ideas, evidencia el Tribunal que no se incurrió en vulneración alguna de derechos fundamentales por parte de la autoridad judicial accionada, y, pese a no desconocerse que existió una mora en el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas en el correspondiente trámite de asignación, este a la hora de ahora ya se encuentra superado, con lo cual se tiene por cumplida la pretensión de la accionante.
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira,  dieciocho (18) de junio de dos mil veinte (2020)

Acta de Aprobación No 466
Hora: 9:00 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la señora TUXILAGO ORTEGA, interna en la Reclusión de Mujeres “La Badea” de Dosquebradas (Rda.), contra el Juzgado 35 Penal del Circuito de Bogotá D.C., al estimar vulnerado su derecho al debido proceso.

2.- SOLICITUD 
Señala la señora TUXILAGO ORTEGA que no obstante haber cobrado ejecutoria la sentencia que en su contra profirió el Juzgado 35 Penal del Circuito de Bogotá D.C., y muy a pesar de la solicitud para que procedan a enviar el expediente al juzgado que se encargará de la vigilancia de su pena, a la fecha no se ha procedido en tal sentido.

Pide en consecuencia se ampare su derecho fundamental al debido proceso.
3.- CONTESTACIÓN

La Corporación corrió traslado de la acción constitucional al juzgado accionado, e igualmente dispuso la vinculación oficiosa de la Dirección de la Reclusión de Mujeres “La Badea” de Dosquebradas (Rda.), del Coordinador de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, así como el Secretario del Centro de Servicios Administrativos de esos despachos.  Al respecto, se pronunciaron los siguientes:
- La titular del Juzgado 35 Penal del Circuito de Bogotá D.C. informó que en efecto dictó sentencia en junio 25 de 2019 contra la señora TUXILAGO ORTEGA, por el delito de tráfico de estupefacientes, sin que el despacho hubiera recibido comunicación alguna por parte de la misma para la remisión del expediente; no obstante, señala que inicialmente el expediente se envió a los Juzgados de Ejecución de Penas de Buga (V.), y que una vez se tuvo conocimiento que la procesada se encontraba privada de su libertad en la ciudad de Pereira, en abril 23 de 2020 se procedió a remitir el respectivo proceso, aunque no obra constancia en esta capital de su asignación. Como ninguna actuación se le puede imputar a ese juzgado de la cual se pueda derivar el supuesto daño al debido proceso, solicita su desvinculación de este trámite.

- El Secretario Ad-hoc del Centro de Servicios Administrativos para los Juzgados de Ejecución de Penas de Pereira (Rda.) comunica que el proceso que se tramitó contra TUXILAGO ORTEGA fue enviado para reparto en abril 23 de 2020, pero solo hasta la fecha la encargada de tal labor procedió a efectuar el reparto de la actuación. Así mismo informa, que por oficio de junio 12 enviado a la Oficina Jurídica de la Reclusión de Mujeres “La Badea”, se le comunicó a la sentenciada lo pertinente para que a futuro realice las solicitudes que a bien considere.

- De la Coordinación de los Juzgados de Ejecución de Penas de esta capital,  se indicó que el proceso de TUXILAGO ORTEGA se recibió en abril 23 de 2020 y en junio 12 de 2020 se procedió a su respectivo reparto. Agrega que tal situación acaeció por cuanto el aludido correo llegó sin relacionar el asunto, lo que no permitió determinar en esa oportunidad a los servidores encargados que se trataba de un proceso para su asignación, y en consecuencia pide se exonere de responsabilidad a dicha Coordinación.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tales los documentos aportados por cada una de las partes.  Ante requerimiento efectuado al Juzgado 35 Penal del Circuito de Bogotá D.C., para que remitiera los soportes del envío de la actuación a esta ciudad, se reiteró que la actuación inicialmente se envío a los Juzgados de Buga (V.), y fue desde allí donde se remitió a los Juzgados de Ejecución de Penas de esta Capital.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382 de 2000, modificado por los artículos 1069 de 2015 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer si por parte del Juzgado 35 Penal del Circuito de Bogotá D.C, se vulneraron los derechos fundamentales que estima conculcados la señora TUXILAGO ORTEGA.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 C.N., toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que: “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso, la señora TUXILAGO ORTEGA, interna en la Reclusión de Mujeres de Dosquebradas, informa que pese a que el proceso que se tramitó en su contra por el Juzgado 35 Penal del Circuito de Bogotá D.C., quedó ejecutoriado, no han enviado la actuación para que se surta la vigilancia de su pena por parte de los jueces en esta capital, pese a solicitar que se procediera de tal manera.

Frente al reclamo de la accionante y como se indicó por el juzgado accionado, se tiene que si bien la misma indicó haber solicitado a ese despacho el envío de la actuación, sin aportar soporte alguno, la funcionaria judicial expresó no haber recibido petición en tal sentido.

Aunque la accionante considera que con tal omisión se vulnera su derecho fundamental al debido proceso, para la Sala de haberse presentado una omisión como la que denota la accionante, se incurriría en la trasgresión del derecho de acceso a la Administración de Justicia, en tanto con ello se le impide que pueda elevar las peticiones que a bien tenga para que le sean resueltas por el funcionario competente, en este caso, el juez encargado de la vigilancia de su pena.

De la información entregada a la Corporación por el despacho accionado, se desprende que desde abril 23 de 2020, esto es, con muchísima antelación a la interposición de la presente acción de tutela por parte de la señora TUXILAGO ORTEGA, ya había remitido el proceso seguido en su contra para que por parte de los Juzgados de Ejecución de Penas con sede en esta capital se continuara con la vigilancia de la sanción impuesta.  No obstante, al parecer por una omisión de los funcionarios del Centro de Servicios Administrativos para los Juzgados de Ejecución de Penas de esta capital, encargados de revisar los correos electrónicos donde en la actualidad son remitidas todas las actuaciones amén del aislamiento en el que actualmente nos encontramos derivado del COVID-19, solo se percataron de ello al momento de ser vinculados a la presente tutela, quienes de manera inmediata procedieron a asignarle un radicado interno y el juzgado encargado de continuar con su conocimiento.
Fue así como en junio 12 de 2020, el Secretario Ad-hoc de dicho Centro de Servicios Administrativo, comunicó a la Sala que al proceso adelantado contra TUXILAGO ORTEGA, le fue asignado el número interno 42721, cuyo conocimiento le correspondió al Juzgado Primero de Ejecución de Penas de esta capital, despacho ante el cual la accionante podrá elevar las peticiones que pretenda realizar.

En ese orden de ideas, evidencia el Tribunal que no se incurrió en vulneración alguna de derechos fundamentales por parte de la autoridad judicial accionada, y, pese a no desconocerse que existió una mora en el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas en el correspondiente trámite de asignación, este a la hora de ahora ya se encuentra superado, con lo cual se tiene por cumplida la pretensión de la accionante.

En ese orden de ideas, y sin lugar a mayores disquisiciones, tal situación comporta predicar que en la actualidad no existen los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen al presente trámite por haberse configurado la carencia actual de objeto por hecho superado, como lo tiene decantado la jurisprudencia constitucional
, y en consecuencia se negará el amparo.

No obstante, se llama la atención del Secretario del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgado de Ejecución de Penas de esta capital, para que imparta sendas instrucciones a los demás servidores de dicha dependencia, para que actúen con más diligencia y presten mayor cuidado y atención a los canales electrónicos de comunicación, en tanto como se sabe, por la situación actual en que nos encontramos esos son los medios utilizados para la entrega de las diversas solicitudes que tanto a nivel interno como externo realizan los usuarios de la Administración de Justicia.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE NIEGA el amparo constitucional reclamado por la señora TUXILAGO ORTEGA. 

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Véase entre otras, la sentencia T-330 de 2017.
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